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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, septiembre veintiuno (21) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 459 del 21 de septiembre de 2016

Expediente No. 66001-31-03-004-2016-00154-01
Decide esta Sala la impugnación formulada por la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de la ciudad, el 20 de abril de 2016, en la acción de tutela que instauró el señor Jesús Antonio Ramírez Soto contra la recurrente y la EPS Salud Total.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Se encuentra afiliado al régimen de prima media con prestación definida a Colpensiones y en el sistema de salud, a la EPS Salud Total. 
1.2 Desde el 24 de noviembre de 2013 está imposibilitado para  laborar; las incapacidades fueron canceladas por la EPS hasta el 14 de abril de 2014; a partir de esa fecha lo hizo Colpensiones hasta el 14 de abril de 2015, “acatando orden de respuesta de fondo sobre solicitud de pago de incapacidades, en fallo de tutela...”, oportunidad en la que dijo que por haber superado los 360 días de incapacidad, no es procedente el pago de más periodos. La referida EPS, en escrito del 19 de febrero de 2016, también se negó a realizar el pago. 
1.3 Ante esa situación, no cuenta con medios para atender su sustento y el de su familia; es una persona inválida; se le afecta su mínimo vital ante la falta de ingresos económicos y como se encuentra incapacitado para laborar, su estado de vulnerabilidad es manifiesto.
2.- Estima lesionados sus derechos al mínimo vital, salud y seguridad social y para obtener su protección, solicitó se ordene  pagar las incapacidades adeudadas a la entidad que corresponda.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Mediante proveído del 7 de abril de 2016 se admitió la acción contra la Gerencia Nacional de Reconocimiento de Colpensiones; la EPS Salud Total y se ordenó vincular al Área de Medicina Laboral de aquella entidad.
2.- El Gerente de la EPS demandada, sucursal Pereira, indicó que la acción de tutela es improcedente al existir otro medio de defensa ante la Superintendencia de Salud. Solicita su desvinculación y se ordene directamente a la AFP el pago de las incapacidades superiores a 180 días, pues la entidad que representa ya pagó las que por reglamentación legal estaban obligados a cancelar. Transcribe los fundamentos normativos en los que basa su argumentación, así como jurisprudencia aplicable al caso, en especial hace referencia a la sentencia de la Corte Constitucional T-920 de 2009.
3.- La Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, guardó silencio.

4.- Se decidió la primera instancia con sentencia del 20 de abril del año en curso. En ella, la señora Jueza Cuarta Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo solicitado y ordenó al Gerente Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones, en el término de cuarenta y ocho horas, autorizar el pago al actor de las incapacidades prescritas por el médico tratante y las que con posterioridad se generen, hasta tanto se determine su situación.
Para decidir así, citó jurisprudencia relacionada con la procedencia de la tutela para reclamar incapacidades laborales y sobre quién es el responsable del pago de las que superan los 180 días. Luego indicó que en este caso, a Colpensiones le corresponde el pago de las incapacidades que se causen a partir del día 181.  
5.- El proceso fue remitido a la Corte Constitucional para la eventual revisión del fallo, a la que se solicitó lo devolviera porque tal providencia fue impugnada; regresado al juzgado de primera sede, por auto del 18 de agosto pasado, ordenó remitirlo a este Tribunal porque fue impugnado de manera oportuna. 

6.- En efecto, lo hizo el Vicepresidente de Financiamiento e Inversiones, asignado temporalmente en el cargo de Vicepresidente Jurídico y Secretario General de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones. Manifestó, en resumen, que  se estableció el 14 de abril de 2015 como el día 360 de incapacidad y por ello, no proceden más pagos por tal concepto de acuerdo con el artículo 148 del decreto 019 de 2012. Además, el accionante ya fue calificado por esa entidad y ante su inconformidad con el  dictamen, lo hizo la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, que el 7 de octubre de 2015 lo calificó con un 32.71% de pérdida de capacidad laboral de origen común y fecha de estructuración el 20 de julio de 2015, por lo que se hace necesario que su empleador lo reincorpore a sus labores de conformidad al numeral 1º del artículo 16 del decreto 2351 de 1965. Solicita se revoque el fallo de tutela y en consecuencia se disponga su desvinculación por falta de legitimación en la causa por pasiva, toda vez que la EPS Salud Total es la entidad responsable del pago de incapacidades posteriores al día 360.
C O N S I D E R A C I O N E S

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela frente a conflicto como el que plantea el demandante y en caso positivo, establecer cuál es la entidad que debe garantizar los derechos cuya protección solicita.

3.- La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción laboral o contencioso administrativa, según corresponda. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital, por constituir la única fuente de ingresos que permitan al actor satisfacer sus necesidades básicas y las de su familia. Así lo ha explicado:

“3.2. El derecho al pago de prestaciones económicas por incapacidades laborales no es, en sí mismo, un derecho fundamental. Por ese motivo, la acción de tutela no es el medio judicial adecuado para obtener la orden, dirigida contra un sujeto en específico, de que le pague a otro la referida prestación. No obstante, si del derecho al pago de incapacidades  laborales depende el goce efectivo, por ejemplo, del derecho fundamental al mínimo vital del trabajador y su familia, la tutela es procedente pues se admite que, en esos casos, a un mismo tiempo persigue de manera inmediata proteger un derecho fundamental y evitar un perjuicio irremediable.

En efecto, cuando la única fuente de ingreso de un trabajador es el pago de las incapacidades, de él empiezan a depender las posibilidades materiales del trabajador y de su familia de contar con alimentos sanos que les garanticen una nutrición adecuada, de asearse, eventualmente de tener una vivienda digna y, en todo caso, de recuperarse por entero antes de volver a trabajar, pues al no percibir el pago de  las mismas se ve obligado a reincorporarse a las labores antes de alcanzar un estado de mejoramiento óptimo. Por ese motivo, cuando la falta de pago de las incapacidades es prolongada, amenaza con sumir al titular que tiene derecho a ellas, y a su familia si depende de él, en una situación de abandono y precariedad que cuestiona la legitimidad de las instituciones sociales, la vigencia efectiva de los derechos fundamentales y de la Constitución. En condiciones de esa naturaleza, la procedencia de la tutela persigue que con el pago de las incapacidades  se les garanticen a sus titulares condiciones mínimas innegables de existencia. Lo cual dignifica, en otras palabras, que si el juez decide declarar improcedente la tutela para obtener el pago de las incapacidades, aunque de ellas dependa la satisfacción, de necesidades básicas elementalísimas de una persona o de su núcleo familiar, deja librada al azar la ocurrencia de un perjuicio irremediable en el haber jurídico de aquellos, pues las repercusiones son tan graves y lesivas, que incluso ponen en duda los fundamentos mismos de las instituciones sociales y del Estado Constitucional. De manera que, cuando una tutela persigue la protección de esas necesidades básicas para vivir en condiciones dignas, debe ser declarada procedente y estudiada de fondo, no obstante que la vía para obtener la satisfacción sea el pago de prestaciones puramente económicas, reguladas en la ley, como las incapacidades  laborales…”
.

En el caso concreto no controvirtieron las entidades accionadas la necesidad que tiene el señor Jesús Antonio Ramírez Soto de obtener el pago de sus incapacidades laborales, como único medio con que cuenta para satisfacer sus necesidades básicas, tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo.

En consecuencia, considera la Sala que en este caso procede el estudio de fondo de la tutela, como mecanismo para proteger los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social de que es titular aquel señor y con la finalidad de evitarle un perjuicio irremediable, pues el pago de sus incapacidades sustituye su salario mientras no pueda laborar por enfermedad, de acuerdo con las disposiciones legales y es con esa clase de ingreso, exclusivamente, que el actor satisface sus necesidades básicas y las de su familia.

4.- Están probados en el proceso los siguientes hechos:

4.1 La EPS Salud Total ha otorgado incapacidades al demandado hasta el 7 de marzo de 2016, las que canceló hasta el  29 de abril de 2014, día 184
.

4.2 La Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, canceló al mismo señor las incapacidades que se causaron desde el 21 de abril de 2014 hasta el 15 de abril de 2015, para un total de 322 días
.
4.3 El 30 de noviembre del año anterior, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, lo calificó con un 32.71% de pérdida de capacidad laboral de origen común y fecha de estructuración el 20 de julio de 2015
. 
5.- En relación con la responsabilidad en el pago de las incapacidades, originadas en enfermedad no profesional, con posterioridad a la calificación de la pérdida de la capacidad laboral, ha explicado la Corte Constitucional
:

“…puede ocurrir que se determine que el afiliado no va a recuperarse y, en consecuencia, se proceda a la calificación de la pérdida de la capacidad laboral por parte de las juntas regionales o la Junta Nacional de Calificación de Invalidez de lo que pueden derivarse dos situaciones. La primera es que se determine la pérdida de la capacidad laboral superior al 50 % donde el afiliado podrá optar por una pensión de invalidez. En el segundo caso, al trabajador le es declarada una pérdida de la capacidad laboral inferior al 50% por lo que, en principio, debería ser reincorporado al trabajo “en el cargo que venía desempeñando o en otra actividad acorde con su situación de discapacidad siempre y cuando los conceptos médicos determinen que se encuentra apto para ello”
. 

Por otro lado, puede suceder que aun cuando el afiliado haya sido calificado con una pérdida de la capacidad laboral inferior al 50%, este siga presentando síntomas o complicaciones que le impidan realizar sus labores y, por tanto, deban emitirse nuevas incapacidades. Ni el artículo 23 del Decreto Reglamentario 2463 de 2001 ni el 41 de la Ley 100 de 1993 contemplan esta situación por lo que ha de acudirse a las reglas jurisprudenciales establecidas para estas situaciones. 

La Corte indicó en la sentencia T 920 de 2009: 

“En el evento en que el afiliado no alcance el porcentaje requerido de invalidez o se le haya dictaminado una incapacidad permanente parcial, y por sus precarias condiciones de salud se sigan generando incapacidades laborales, le corresponde al Fondo de Pensiones continuar con el pago de las mismas hasta que el médico tratante emita un concepto favorable de recuperación o se pueda efectuar una nueva calificación de invalidez”. 
Esta posición fue reiterada en la sentencia T-729 de 2012, donde se expresó: 

“En el caso en el que el trabajador no recupere su capacidad laboral, y por esa causa, el médico tratante le siga extendiendo incapacidades, no obstante haber sido evaluado por la Junta de Calificación de Invalidez y se dictamine una incapacidad permanente parcial, por pérdida de capacidad laboral, inferior al 50 %, la Corte ha interpretado, conforme con la Constitución Política y el precitado artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, que le corresponde al fondo de pensiones el pago de las incapacidades superiores a los primeros 180 días, a menos que; i) se expida el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral, que le permita consolidar el derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez o ii) que se emita un nuevo concepto por parte del médico tratante que establezca que el actor se encuentra apto para reanudar labores”. (Negrillas fuera del texto). 

En conclusión, los pagos por incapacidades superiores a los primeros 180 días deben ser asumidos por las Administradoras de Fondos de Pensiones hasta por 360 días adicionales, sin importar que ya se haya realizado la calificación de la pérdida de la capacidad laboral del afiliado, cuando este siga presentando afectaciones a su estado de salud que le impidan trabajar. Por lo anterior, el pago de estas incapacidades deberá continuarse después de transcurridos los 180 días iniciales hasta que el médico tratante emita un concepto en el que se determine que la persona está en condiciones de reincorporarse a la vida laboral o hasta que se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50 %. 

Teniendo en cuenta la normatividad citada, se entiende que la obligación de pago de las incapacidades temporales por enfermedad o accidente de origen común están en cabeza del empleador o de las diferentes entidades del Sistema de Seguridad Social Integral en función del tiempo transcurrido desde la primera incapacidad hasta la recuperación del trabajador o la calificación de la pérdida de la capacidad laboral tal

De acuerdo con la jurisprudencia anterior, que sirve de precedente a esta Corporación para definir la cuestión, es claro que corresponde a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, a la que se encuentra afiliado el demandante, cancelar las incapacidades laborales que se han otorgado al actor a partir del día 180 y con posterioridad al 360, hasta cuando el médico tratante emita un concepto en el que se determine que está en condiciones de reincorporarse a la vida laboral o hasta cuando se determine una pérdida de la capacidad laboral superior al 50 %.

7.- Por tanto, como tuvo razón la funcionaria de primera instancia al adoptar las decisiones que contiene la sentencia impugnada, tal providencia será avalada, la que se adicionará para excluir de responsabilidad al Área de Medicina Laboral de Colpensiones y a la EPS Salud Total. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 20 de abril de 2016, en la acción de tutela promovida por el señor Jesús Antonio Ramírez Soto contra la Gerencia Nacional de Reconocimiento de la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones y la EPS Salud Total, a la que fue vinculada el Área de Medicina Laboral de la primera entidad, ADICIONÁNDOLA en el sentido de excluir de responsabilidad a las dos últimas. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

(Estas firmas corresponden al fallo proferido en la acción de tutela radicada bajo el No. 66001-31-03-004-2016-00154-01.)
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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